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ción y sanción en la competencia de promoción y
fomento de la cultura en todas sus manifestaciones
y expresiones.

Cuarto.- Que el Manifiesto de la IFLA/UNESCO
sobre la biblioteca pública dice que todos los grupos
de edad han de encontrar material adecuado a sus
necesidades. Las colecciones y los servicios han
de incluir todo tipo de soportes adecuados, tanto en
modernas tecnologías como en materiales tradicio-
nales. Son fundamentales su alta calidad y adecua-
ción a las necesidades y condiciones locales. Los
materiales deben reflejar las tendencias actuales y
la evolución de la sociedad, así como la memoria del
esfuerzo y la imaginación de la humanidad.

Quinto.- Que las Directrices IFLA/UNESCO para
el desarrollo del servicio de bibliotecas públicas
dicen en su apartado 4.2, que es imprescindible
mejorar permanentemente los fondos para que las
personas dispongan de un surtido constante de
materiales nuevos y para satisfacer las demandas
de servicios nuevos y de diferentes niveles de uso;
en el 4.5, que todas las bibliotecas públicas, inde-
pendientemente de su tamaño, han de poseer ma-
teriales en diversos formatos. El mantenimiento de
los fondos, por lo tanto, afecta a todos los materia-
les, sea cual sea su presenta- ción. Aquellos a los
que se pueda acceder libremente deberán estar en
buenas condiciones y contener información actua-
lizada. Un fondo de buena calidad, aunque pequeño,
será más útil que otro mayor que contenga una gran
proporción de libros viejos, estropeados y anticua-
dos, y en el que los títulos más nuevos puedan
perderse en medio de muchas obras mediocres. Al
utilizar referencias anticuadas, se corre el riesgo de
dar al usuario informaciones inexactas; en el 4.5.1,
que los fondos de la biblioteca son un recurso
dinámico. Exige una llegada constante de materia-
les nuevos y la salida de materiales antiguos para
que sigan siendo importantes para la comunidad y
tengan un nivel aceptable de actualidad. Los índices
de adquisiciones son más significativos que el
tamaño de los fondos; y, por último, en el 4.6 que,
en líneas generales, los fondos deberán tener entre
1,5 y 2,5 libros por persona. La cantidad mínima de
obras del punto de servicio menor no deberá ser
inferior a 2.500 obras.

Sexto.- Que en el marco de la iniciativa de la
Comisión Europea i2010: Sociedad Europea de la
Información 2010 está el programa eLearning uno de

cuyos proyectos es Public Libraries in the Learning
Society. En este sentido conviene recordar el
punto número 1 de la Resolución del Parla- mento
Europeo sobre el papel de las bibliotecas en la
sociedad moderna que dice que debe tenerse en
cuenta de manera adecuada a las bibliotecas en
la estrategia de la Unión Europea para la sociedad
de la información, en sus planes y programas en
materia de política cultural, de contenidos, de
educación y de información, así como en las
correspondientes decisiones presupuestarias, en
la medida en que constituyen uno de los sistemas
organizados más importantes de acceso al cono-
cimiento y a la cultura.

Séptimo.- Que según el Informe de situación de
las bibliotecas públicas en España 2000-2003,
hay 20 provincias que disponen de más de 1,5
libros por habitante (17% de la población españo-
la). En 32 provincias no se llega a 1,5 libros por
habitante y, hay 17 provincias que no llegan a 1,0
libros por habitante y significan el 59% de la
población. En 2003, se dio de baja el 1,3% de los
documentos existentes en las BP españolas, por
lo que el expurgo parece ser una práctica que se
limita a los documentos deteriorados o desapare-
cidos. El ritmo de adquisiciones, relativamente
estancado en los primeros años del período ana-
lizado, ha conocido en 2003 cierto incremento en
el conjunto de España, aunque se mantiene aún
en valores muy alejados de las directrices de la
IFLA-UNESCO (entre 200 y 250 libros por 1.000
habitantes al año).

Octavo.-Que según el Informe citado en el
punto anterior, los ayuntamientos son quienes
financian mayoritariamente los gastos de las BP
españolas, cuya titularidad les corresponde en un
96%, en cumplimiento de la obligación que esta-
blecen las leyes para la prestación del servicio. En
conjunto, las corporaciones locales (ayuntamien-
tos, diputaciones, cabildos y consejos insulares)
cubrían en 2003 el 70,4% de los gastos de las BP.

Noveno.- Que en la segunda conclusión del
estudio Las bibliotecas públicas en España: una
realidad abierta se dice que aún existen más de un
centenar de municipios cuyos ayuntamientos no
han desarrollado lo exigido en materia de BP en la
ley de Bases de Régimen Local de 1985, obliga-
toria para todos los municipios de más de 5.000
habitantes.


